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En la ciudad de Mar del Plata, a los 3 días del mes de febrero del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-2180-BB1 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. HERNANDEZ RICARDO s. APREMIO PROVINCIAL”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Mora y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El magistrado a cargo del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial Bahía Blanca dictó sentencia, hizo lugar a la excepción de inhabilidad de título interpuesta por la parte demandada, rechazó la presente ejecución, impuso las costas al vencido y reguló los honorarios profesionales del Dr. Juan Bautista Sartori en la suma de pesos siete mil seiscientos setenta ($ 7.670,00) [v. fs. 127/130].

II. Con fecha 19-05-2010 el Fisco se notificó del pronunciamiento reseñado [cfr. cédula de notificación de fs. 131], y el 31-05-2010 interpuso en su contra recurso de apelación fundado [v. fs. 134/143].

III. A fs. 144 el a quo concedió en relación el recurso intentado y corrió traslado de sus fundamentos a la contraria por el plazo de cinco (5) días.

IV. El 16-07-2010 el apremiado se notificó del traslado que le fuera conferido a fs. 144 [cfr. fs. 144 in fine], y con fecha 06-08-2010 contestó los agravios blandidos por el Fisco [cfr. fs. 145/151].

V. Por auto de fs. 152 el a quo tuvo por contestado en tiempo y forma el traslado conferido a la parte demandada y ordenó la elevación de la causa ante esta Cámara de Apelación.

VI. Recibidas las actuaciones [cfr. fs. 152 vta.] y puestos los autos al Acuerdo para examen de admisibilidad y en su caso para Sentencia [cfr. fs. 153], suspendido el pase al Acuerdo por requerirse el expediente administrativo [cfr. fs. 154] y reanudado a fs. 157, corresponde plantear la siguiente:

CUESTION
¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto a fs. 134/143?

A la cuestión planteada el señor Juez doctor Riccitelli dijo:
I.1. Al exponer los motivos que lo llevaron a acoger la excepción de inhabilidad de título articulada por el ejecutado, el a quo señaló que correspondía ingresar al tratamiento del planteo de inexistencia de deuda blandido por el apremiado, desde que el art. 9 de la ley 13.406 establecía que la existencia del crédito reclamado constituía uno de los recaudos extrínsecos del título ejecutivo [cfr. fs. 128 vta.].

Enlazado a lo anterior, aclaró que la inexistencia del crédito ejecutado debía surgir de manera manifiesta de las constancias de la causa, de forma que la verificación de tal circunstancia no excediera el acotado marco probatorio del juicio de apremio [cfr. fs. 129].

Aclarado ello, explicó que el planteo de inconstitucionalidad de los arts. 39 bis y 50 del Código Fiscal esgrimido por el demandado no merecía prosperar, toda vez que el procedimiento administrativo a tenor del cual el Fisco determinó la deuda exigida en autos no resultaba susceptible de ser revisado en el apremio [cfr. fs. 129].

Agregó que la defensa de inexistencia de deuda no podía encontrar sustento válido en la inconstitucionalidad de los mencionados preceptos, desde que ello obligaría al poder jurisdiccional a desarrollar una faena diversa de la constatación de circunstancias fácticas que permitan formar convicción respecto de que no pesa sobre el apremiado obligación de responder por el tributo exigido [cfr. fs. 129 y vta.].

En virtud del desarrollo reseñado, sostuvo que correspondía dilucidar si la prueba producida en la especie permitía –o no- concluir válidamente que el ejecutado no adeudaba los conceptos demandados [cfr. fs. 129 vta.].

Destacó que del expediente administrativo acollarado a estas actuaciones surgía que: i) en respuesta a la intimación de pago cursada por el Fisco, el apremiado presentó las declaraciones juradas correspondientes a los períodos 03 a 06 de 2005 y 01 a 06 de 2006; ii) la A.R.B.A. requirió al contribuyente que acompañara los elementos probatorios que estimara pertinentes para analizar si reunía o no la condición de contribuyente reticente; iii) el Sr. Hernández presentó un detalle de su facturación y, iv) el ente recaudador resolvió que las constancias aportadas resultaban suficientes para demostrar que el demandado no reunía la condición de reticente y dejar sin efecto la intimación de pago cursada.

Narró que, posteriormente, la A.R.B.A. ratificó en todos sus términos la liquidación de deuda que había dejado sin efecto, atento que el descargo efectuado por el apremiado no cubría las dos terceras partes del monto determinado originalmente, notificando ello al Sr. Hernández con fecha 18-04-2008 [cfr. fs. 130].

Asimismo, puso de relieve que tanto del expediente administrativo acompañado a estas actuaciones como de las restantes constancias de autos surgía que los importes adeudados fueron cancelados mediante el cumplimiento de una moratoria suscripta a tal fin [cfr. fs. 130].

A tenor de lo expuesto, concluyó que se encontraba acreditada la inexistencia del crédito ejecutado, desde que, de un lado, el ente recaudador hizo saber al contribuyente que no revestía la condición de reticente –premisa sobre la cual el Fisco liquidó la deuda exigida- y, del otro, el Sr. Hernández se acogió a una moratoria con la aprobación de A.R.B.A. y canceló el crédito fiscal en cuestión [cfr. fs. 130].

2. La crítica blandida por el Fisco en el memorial de agravios de fs. 134/143 gira en torno a cuatro (4) ejes centrales, a saber:

a. El estrecho marco cognoscitivo del apremio. Declama que la excepción de inhabilidad de título opuesta por la parte demandada debe ser desestimada, toda vez que dicha defensa se halla encaminada a cuestionar el procedimiento administrativo a tenor del cual se determinó la deuda reclamada, extremo cuyo análisis se encuentra vedado en el apremio [cfr. fs. 134 vta./135 vta.].

b. La existencia de la obligación fiscal exigida. Plantea que corresponde rechazar la defensa de inexistencia de deuda blandida por el apremiado, desde que la ausencia de crédito fiscal alguno alegada por el Sr. Hernández no surge en forma manifiesta de las constancias obrantes en autos [cfr. fs. 134 vta. in fine/137].

Aclarado ello, explicó que si bien el Fisco –incurriendo en una errónea valoración de las constancias obrantes en las actuaciones administrativas acollaradas a la especie- resolvió con fecha 28-12-2007 que el contribuyente no encuadraba en la categoría de reticente y que correspondía dejar sin efecto la intimación de pago practicada, posteriormente constató que el apremiado no había cancelado las dos terceras partes de la deuda determinada administrativamente, razón por la cual ratificó la liquidación de deuda practicada oportunamente e intimó al Sr. Hernández a que cumpliera con la obligación fiscal exigida en autos [cfr. fs. 137/141 vta.].

Postula que, hallándose debidamente notificada la resolución que ratificó la liquidación de deuda practicada por el ente recaudador y el carácter de contribuyente reticente del Sr. Hernández, éste no la cuestionó en sede administrativa ni judicial [cfr. fs. 140 vta./141].

Enlazado con lo anterior, sostiene que de las constancias del expediente administrativo surge la existencia de la deuda exigida, ya que el Sr. Hernández presentó las declaraciones juradas correspondientes a los períodos ejecutados en forma extemporánea, liquidó éstos aplicando una alícuota inferior a la acorde a la actividad que desarrolla y canceló un importe inferior a las dos terceras partes del crédito determinado por el Fisco [cfr. fs. 141/142 vta.].

c. Costas. Peticiona que, en caso de rechazarse el embate incoado contra el fallo recaído en la especie, se impongan las costas por su orden, atento que la conducta reticente del accionado motivó el inicio de las presentes actuaciones [cfr. fs. 143 y vta.].

d. Monto de los honorarios regulados a favor del letrado patrocinante del apremiado. Se agravia de los estipendios fijados a favor del Dr. Juan Bautista Sartori por estimarlos elevados [cfr. fs. 143].
3. Al contestar los agravios blandidos por el Fisco, el apremiado alega que el tratamiento de la excepción de inhabilidad de título resulta susceptible de ser abordado en el apremio cuando –como ocurrió en la especie- se plantea la inexistencia de la deuda exigida, desde que lo contrario importaría incurrir en un excesivo rigorismo formal [cfr. fs. 147/148].

Denuncia que suscribió una moratoria a fin de dar cumplimiento a la deuda reclamada, habiendo cumplido con la totalidad de las cuotas que integraron dicho plan de pagos [cfr. fs. 148 vta.].

Finalmente, solicita que se confirme el fallo en crisis y se impongan las costas de alzada al recurrente.

II. El recurso no es de recibo.
1. El Fisco plantea que la excepción de inhabilidad de título blandida por el accionado no resulta susceptible de ser abordada en el presente apremio, desde que tal defensa se dirige a cuestionar el trámite administrativo que dio origen a la deuda ejecutada.

a. Como punto de partida, es menester poner de relieve que la posibilidad de plantear en juicios de ejecución fiscal la excepción de inhabilidad de título sustentada en la inexistencia de la deuda reclamada ha sido admitida por esta Cámara en aquellos supuestos en los que el tratamiento de dicha defensa no requiera de mayores verificaciones ni presuponga el examen de cuestiones cuya acreditación exceda el ámbito limitado de este tipo de procesos [cfr. doct. esta Cámara causas P-10-MP2 “Francano”, sent. del 26-VIII-2008; P-400-DO1 “Fernández”, sent. de 02-IX-2008; P-289-AZ1 “Perrotta”, sent. de 27-XI-2008; P-776-BB1 “Peralta”, sent. de 24-II-2009; P-1129-MP1 “Schulten”, sent. de 26-II-2009 y P-1000-AZ1 “MG Postal S.R.L.”, sent. de 23-IV-2009].
Ello no importa desconocer que la excepción de inhabilidad de título que se funda en el cumplimiento de trámites administrativos previos a la expedición de los certificados de deuda no puede ser atendida [cfr. doct. C.S.J.N. in re O.725.XL “Obra Social para la Actividad Docente”, sent. de 22-IV-2008] pues, lejos de llevar a juzgar la legalidad del procedimiento administrativo que antecede a la emisión de la cartular, el temperamento adoptado por esta Alzada solo autoriza a verificar si las constancias de autos permiten concluir válidamente que el ejecutado no debe aquello que le es exigido, a fin de evitar caer en un exceso ritual manifiesto incompatible con un adecuado servicio de justicia [cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 317:1759; 325:134; 326:1395 –del dictamen del Procurador General-; 329:4672 –del dictamen del Procurador General-; doct. S.C.B.A. causas Ac. 82.685, sent. de 23-XII-2003; Ac. 95.170, sent. de 10-X-2007; Ac. 82.981, sent. de 09-X-2003; Ac. 90.306, sent. de 04-V-2005; Ac. 92.798, sent. de 14-II-2007; cfr. doct. esta Cámara causa P-1639-DO1 “Stefan”, sent. del 30-03-2010].

b. Del escrito de oposición de excepciones que luce a fs. 85/89, resulta que el Sr. Ricardo Hernández opuso al progreso de la acción ventilada en la especie la excepción de inhabilidad de título, argumentando que, en virtud de la documental que presentara ante el ente recaudador, éste reconoció que no revestía el carácter de contribuyente reticente y dejó sin efecto la intimación de pago que cursara en su contra en virtud de la determinación de deuda practicada en el marco del procedimiento regulado en los arts. 39 bis y 50 del Código Fiscal [cfr. fs. 88 y vta.].

Enlazado con lo anterior, afirmó que las constancias obrantes en autos permitían tener por acreditado que se acogió a un plan de pagos ofrecido por el Fisco a fin de cancelar los períodos reclamados en autos y que pagó la totalidad de las cuotas que componían la mentada moratoria, razón por la cual postuló que la deuda ejecutada resultaba inexistente [cfr. fs. 88 vta.].

c. Desde esta atalaya resulta ineludible concluir que la excepción de inhabilidad de título esgrimida por el apremiado resulta susceptible de ser ventilada en la presente ejecución, dado que dicha defensa no se dirige a objetar los trámites administrativos que dieron origen al título ejecutado, sino a poner de relieve la ausencia de deuda alguna por los períodos fiscales reclamados mediante el análisis de la documentación administrativa pertinente -cuya valoración queda habilitada en la especie al encontrarnos frente a un planteo de inexistencia total o parcial de deuda [cfr. doct. esta Cámara causa P-1287-MP2 “Alcoba”, sent. de 19-V-2009]-.

2. El apelante sostiene que no corresponde hacer lugar a la defensa de inhabilidad de título esgrimida, desde que la deuda reclamada fue correctamente estimada por el ente recaudador, no habiendo el contribuyente abonado las dos terceras partes del monto determinado en sede administrativa.
a.i. En su escrito de oposición de excepciones de fs. 85/89, el apremiado denunció que, tras ser intimado a cancelar la deuda por falta de pago de los períodos fiscales 03 a 06 de 2005 y 01 a 06 de 2006 del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, determinada a través del procedimiento previsto en los arts. 39 bis y 50 del Código Fiscal, presentó las declaraciones juradas correspondientes a dichos anticipos, acompañó prueba documental y solicitó que se lo redima del carácter de contribuyente reticente, ante lo cual el ente recaudador hizo lugar a su petición y dejó sin efecto la mencionada intimación [cfr. fs. 88 y vta.].

Asimismo, narró que se acogió a una moratoria que le fuera ofrecida por el Fisco a fin de abonar los períodos adeudados, habiéndose cancelado la totalidad de las cuotas que integraban dicho plan de pagos [cfr. fs. 88 vta.].

ii. Al replicar tal planteo defensivo, el Fisco sostuvo que si bien con fecha 28-12-2007 resolvió que la documentación presentada en sede administrativa por el contribuyente resultaba suficiente para eximirlo del carácter de reticente, posteriormente dispuso que, en virtud de no haberse efectuado el pago de las dos terceras partes del crédito determinado administrativamente, no correspondía excluir al Sr. Hernández de la mentada categoría, procediéndose a intimarlo –una vez más- para que diera cumplimiento a la obligación luego ejecutada en autos [cfr. fs. 117/119].

Por otra parte, aclaró que no obstante que el contribuyente se acogió a un plan de pagos para regularizar la deuda reclamada, los pagos realizados por aquél no alcanzaban a cubrir las dos terceras partes del monto liquidado, por lo que no resultaban hábiles para tener por cancelada la obligación exigida [cfr. fs. 119 vta./120].

b.i. Del expediente administrativo N° 2306-0294220/2007 –acompañado por el Fisco a fs. 123- resulta que con fecha 17-10-2007 el Sr. Ricardo Hernández fue intimado para que en el plazo de cinco (5) días hábiles cancele la deuda por falta de pago del Impuesto sobre los Ingresos Brutos correspondiente a los períodos 03 a 06 de 2005 y 01 a 06 de 2006, determinada a través del procedimiento previsto en los arts. 39 bis y 50 del Código Fiscal [cfr. fs. 22 del referido expediente administrativo].

ii. Con fecha 24-10-2007 el demandado presentó una nota ante el ente recaudador comunicando que la falta de presentación de las declaraciones juradas correspondientes a dichos períodos obedeció al negligente comportamiento de su asesor contable y que tal omisión fue subsanada, desde que acompañó las mentadas declaraciones juradas [cfr. fs. 8 del expediente administrativo N° 2306-0294220/2007].

A tenor de tales argumentos, solicitó que se lo excluya de la categoría de contribuyente reticente [cfr. fs. 8 del expediente administrativo N° 2306-0294220/2007].

iii. El 13-12-2007 el Fisco intimó al Sr. Hernández a presentar todos los elementos de prueba que estimara pertinentes para dar sustento a su petición, aclarando que se analizaría si la información y pruebas aportadas por el contribuyente resultaban suficientes para demostrar que no reunía la condición de reticente o bien que la liquidación practicada de conformidad a las presunciones contenidas en el art. 39 bis del Código Fiscal era inexacta [cfr. fs. 43 del mencionado expediente administrativo].

iv. Con fecha 26-12-2007 el Sr. Hernández presentó ante el Fisco una nota acompañando un detalle de los montos que facturara durante los períodos reclamados [cfr. fs. 47 del expediente administrativo N° 2306-0294220/2007].

v. El 28-12-2007 el Fisco notificó al ejecutado que la información y pruebas aportadas eran suficientes para tener por demostrado que no revestía la condición de contribuyente reticente en los términos de lo previsto por el art. 39 bis del Código Fiscal o que la liquidación practicada de conformidad a las presunciones contenidas en la referida norma resultaba inexacta y que, por ende, correspondía dejar sin efecto la intimación de pago oportunamente cursada [cfr. fs. 109 del expediente administrativo N° 2306-0294220/2007].

vi. A fs. 111 de las actuaciones administrativas obra un informe suscripto por la contadora Silvana Fiore –agente fiscalizadora del Departamento de Fiscalización del Polo Petroquímico Bahía Blanca-, en el cual se da cuenta del ingreso del Sr. Hernández a una moratoria, a los efectos de cancelar los períodos fiscales cuyo monto fuera determinado por el Fisco.
vii. Sin perjuicio de lo anterior, con fecha 18-01-2008 la Dirección de Fiscalización Área Interior del Polo Petroquímico Bahía Blanca dictó la providencia 112/08 y ordenó la remisión de las actuaciones administrativas al agente fiscalizador actuante, sosteniéndose allí que el contribuyente no había cumplimentado el pago de las dos terceras partes del monto determinado y que, en consecuencia, revestía la condición de reticente. En virtud de tal proveído, con fecha 18-04-2008, se comunicó al contribuyente que la información y pruebas acompañadas no resultaron suficientes para demostrar que no revestía la condición de contribuyente reticente o bien que la liquidación de deuda practicada resultara inexacta [cfr. fs. 115 del expediente administrativo N° 2306-0294220/2007].

viii. A fs. 119 del expediente administrativo luce un informe confeccionado por la contadora Silvana Fiore, en el cual se aclaró que si bien el Sr. Hernández presentó las declaraciones juradas correspondientes a los períodos adeudados y regularizó su situación impositiva de conformidad con las acreditaciones bancarias detectadas, aquél aplicó una alícuota que no correspondía a la actividad económica gravada y, por ende, los pagos realizados no cubrían las dos terceras partes del monto intimado.

c. Con el precedente derrotero administrativo en mira, considero que el agravio en estudio debe ser desestimado.

Mal puede el Fisco exigir judicialmente el pago de los períodos reclamados cuando el apremiado no solo se acogió a un plan de pagos acordado por el propio ente recaudador a los efectos de cancelarlos, sino que además, cumplió con la totalidad de las cuotas que integraban dicha moratoria con anterioridad a que le fuera notificada la ratificación de la liquidación de deuda, que en más, fuera practicada en su contra [cfr. fs. 59/73 de las actuaciones principales y 116 del expediente administrativo; arg. doct. esta Alzada causa P-1119-MP2 “Rossi”, sent. de 17-02-2009].
Repárese que en oportunidad de oponer excepciones el demandado afirmó haberse acogido a un plan de pagos a fin de cancelar los anticipos reclamados y pagado la totalidad de sus cuotas. Dichos extremos fácticos no fueron controvertidos por el Fisco –quien, lejos de desconocerlos, manifestó que el contribuyente se avino a una moratoria a tales efectos-; además, lucen acreditados por el informe obrante a fs. 111 del expediente administrativo N° 2306-0294220/2007, del cual surge que la contadora Silvana Fiore –agente fiscalizadora del Departamento de Fiscalización del Polo Petroquímico Bahía Blanca- dio cuenta de la suscripción de la mentada moratoria, y con los recibos de fs. 59/73 del principal, de los que resulta la cancelación de las seis (6) cuotas que integraban dicha alternativa de pago.

No obstan al razonamiento expuesto las manifestaciones vertidas por el recurrente en cuanto alega que “… lo abonado y regularizado por el demandado fue erróneo y menos de lo que correspondía…”.

El poder jurisdiccional se encuentra impedido de examinar la pervivencia de diferencias o créditos que por error, omisión, oscuridad o duda del ente recaudador no hayan sido incluidos en el plan de pagos en cuestión, cuando tal alternativa de cancelación fue acordada por el Fisco al contribuyente, aceptada por éste y sus cuotas fueron abonadas de conformidad a lo pactado [arg. doct. esta Alzada causas P-3-MP2 “Bauzá”, sent. de 9-X-2008 y P-1119-MP2 “Rossi”, ya citada]. Es que, de no mediar caducidad del plan de pagos suscripto por el deudor, el ente recaudador no puede dar la espalda a la moratoria acordada si ella se encuentra cancelada o en vías de cumplimiento en los términos pactados, toda vez que lo contrario tornaría ilusoria la estabilidad de los derechos, dado que los contribuyentes no estarían nunca seguros en sus relaciones con el Fisco [cfr. C.S.J.N. Fallos 321:2933 y sus citas].

Tal prudencia judicial resulta, pues, exigible en pos de resguardar la acabada materialización del principio de seguridad jurídica, que posee jerarquía constitucional [doct. C.S.J.N. Fallos 220:5; 251;78; 317:218 -consid. 9º-, entre muchos otros; doct. S.C.B.A. causa B. 60.898 “Fiscal de Estado”, sent. de 18-II-2004].

Como corolario de lo expuesto, considero que corresponde rechazar el agravio en estudio y confirmar el fallo en crisis en cuanto acogió la excepción de inhabilidad de título fundada en la inexistencia de deuda.

3. La recurrente solicita que, de mantenerse la sentencia en crisis en cuanto rechazó la acción ejecutiva ventilada en la especie, las costas se impongan por su orden, atento que la conducta reticente del accionado motivó el inicio de las presentes actuaciones.

Conforme a la solución propuesta en el punto anterior, la suerte negativa de la acción promovida por el Fisco ha quedado sellada en virtud del progreso de la excepción de inhabilidad de título opuesta por el ejecutado, cobrando total virtualidad el principio que reza que en los procesos ejecutivos –y el apremio sin dudas lo es- de conformidad con lo dispuesto por el art. 556 del C.P.C.C. rige plenamente el principio objetivo de la derrota en lo que se refiere a la imposición de costas. De allí que los gastos causídicos deben ser soportados por el vencido, no siendo de aplicación lo normado por el segundo párrafo del art. 68 del referido código [cfr. doct. esta Alzada en las causas P-1703-MP1 “Productos Farmacéuticos Fidex S.A.”, sent. de 11-III-2010 y P-1852-MP2 “Mesa Riadigos S.C.S.”, sent. de 20-IV-2010].

Así, la aplicación plena del mentado principio excluye la consideración de aspectos ajenos al resultado puro de la contienda, descarta la posibilidad de valoración de la conducta de las partes o la índole de las cuestiones controvertidas, por lo que –al no mediar ni invocarse circunstancia excepcional alguna que habilite a apartarse de las premisas normativas delineadas- mal puede eximirse al Fisco de correr con los gastos irrogados por el trámite de las presentes actuaciones atendiendo a la derrota de su posición denunciando reticencia del contribuyente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias [cfr. doct. esta Alzada, causas P-504-NE1 “Hogar San Andrés”, sent. de 17-VI-2008; P-1315-MP2 “Casa EDE S.A.”, sent. de 4-VIII-2009; P-368-AZ1 “Fisco c. Ruiz”, sent. de 17-IX-2009, entre otras].

Con todo, el acogimiento de la excepción opuesta por el demandado implicó el vencimiento del Fisco en la contienda ventilada en la especie, por lo que debe confirmarse el fallo en crisis en cuanto impuso las costas al recurrente [arts. 68 y 556 del C.P.C.C y 25 de la ley 13.406].

4. El Fisco se disconforma de los honorarios regulados a favor del Dr. Juan Bautista Sartori –letrado patrocinante del ejecutado- por estimarlos elevados.

Recuerdo que el a quo fijó como estipendio a favor del referido profesional la suma de PESOS SIETE MIL SEISCIENTOS SETENTA ($ 7.670,00) con más el aporte de ley, en base a la suma de PESOS CINCUENTA Y UN MIL CIENTO SETENTA Y OCHO CON 30/100 ($ 51.178,30), correspondiente al capital reclamado en la demanda.

Con ello presente, advierto que para realizar la tarea revisora corresponde tomar en cuenta la escala que para este tipo de procesos prevé el art. 22 de la ley 13.406. Asimismo, debe ponderarse la base regulatoria reglada en el art. 23 –segunda parte- del Decreto ley 8904/77 –al haberse rechazado totalmente la pretensión fiscal-, y meritarse también las pautas brindadas por los arts. 14 –carácter en que actúa el abogado-, 16 –monto del asunto, resultado obtenido, complejidad y novedad de la cuestión, entre otros parámetros- y 22 –regulación mínima- del mentado decreto ley.

Así, sopesando que: (i) el letrado se presentó en la causa como patrocinante del ejecutado [v. fs. 85/89]; (ii) la defensa de inhabilidad de título opuesta a fs. 85/89 fue acogida por el a quo; (iii) el monto reclamado por el Fisco en el escrito de demanda [PESOS CINCUENTA Y UN MIL CIENTO SETENTA Y OCHO CON 30/100 ($ 51.178,30), cfr. presentación de fs. 9/11] y, (iv) las demás pautas aludidas en los párrafos precedentes, la valoración de los trabajos del Dr. Juan Bautista Sartori efectuada por el juez de grado luce ajustada a derecho.

III. Propongo al Acuerdo rechazar íntegramente el recurso de apelación interpuesto por el Fisco a fs. 134/143 y confirmar, en consecuencia, la sentencia de fs. 127/130. Las costas de esta alzada deberían ser impuestas al Fisco, atento su objetiva condición de vencido [arts. 25 ley 13.406 y 68 del C.P.C.C.].

Voto por la negativa la cuestión planteada.
Los señores Jueces doctor Mora y doctora Sardo, por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, votan a la cuestión planteada por la negativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación incoado por el Fisco a fs. 134/143 y, por ende, confirmar la sentencia de grado de fs. 127/130. Costas de alzada al apelante vencido [arts. 25 de la ley 13.406 y 68 del C.P.C.C.].

2. Estése a la regulación de honorarios que por auto separado se practica.

Regístrese, notifíquese y devuélvanse por Secretaría las actuaciones al Juzgado de origen. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – Roberto Daniel Mora – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
